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Además, denunciaron la puja de varios 
sindicalistas y líderes ambientales con la 
empresa Cerro Matoso, cuya mina de níquel se 
encuentra entre Puerto Libertador y 
Montelíbano. Por medio de marchas, los líderes 
han advertido de los perjuicios en la salud de 
niños, que nacen con labio leporino, supuesta-
mente por la contaminación, así como la 
presencia de mercurio en el río San Jorge. 

Hasta finales de julio pasado, de acuerdo con 
información de la Policía del Atlántico, 65 líderes 
sociales habían sido amenazados por grupos al 
margen de la ley, la mayoría integrantes de 
juntas comunales. No obstante, el flagelo afecta 
con más fuerza a los líderes de víctimas, cuyo 
propósito es perseguir la reparación y la verdad 
para quienes sufrieron en el conflicto. Una de 
esas amenazas se materializó el 7 de junio de 
2017 con el homicidio del líder Bernardo Cuero 
Bravo. Había denunciado la intimidación ante las 
autoridades. Era miembro de la junta de acción 
comunal del barrio Villa Esperanza del municipio 
de Malambo. Además, integrante de la mesa de 
víctimas y representante legal de la asociación 
de desplazados por el Buen Vivir de Malambo.

LA GUAJIRA: la vida por el agua, la muerte por el carbón
Liderar el proceso de 
reparación económica a las 
familias afectadas por la 
mina de carbón El Cerrejón 
es una de las principales 
luchas de 15 líderes 
amenazados en La Guajira. 
Muchos de ellos ocultan sus 
nombres, pues han tenido 
que salir del territorio para 
resguardarse de los 
atentados contra sus vidas. 

Las amenazas a estos líderes 
vienen desde el 2005, pero en 
el último año ha sido una 
campaña agresiva. “Hombres 
desconocidos rondan nuestras 
casas de día y de noche, en 
carros y motos nos persiguen, 
recibimos llamadas telefónicas 
y aparecen nuestros nombres 
en panfletos que firman las 
“Águilas Negras”, cuenta uno 
de los líderes amenazados.  

Hace algunas 
semanas, 
Cerrejón pidió 
licencia 
ambiental para 
construir 
cuatro pozos y 
extraer agua 
subterránea. 

En La Guajira 
también están 
amenazados 
los líderes que 
denuncian la 
corrupción en 
los dineros 
destinados a 
garantizar la 
alimentación 
de los niños 
wuayúu.

No obstante, la principal lucha de estos defensores 
de derechos humanos es impedir que la empresa El 
Cerrejón siga creciendo en extensión territorial. 
Desde 1984, dijo un líder, la empresa ha desviado 15 
ríos que descuelgan desde la Serranía del Perijá.  Y, 
aunque el Ministerio de Ambiente desde esa época 
autorizó al Cerrejón, la pelea de las comunidades 
para que hoy no se otorguen licencias a los planes 
de manejo ambiental. En casos concretos como el 
desvío del río Bruno, Cerrejón ha propuesto 
proyectos de compensación y replicar la vegeta-
ción, fauna y velocidad del caudal.

CÓRDOBA: por el níquel y por la coca 
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Los líderes sociales más amenazados de este 
departamento están en el sur de Córdoba en los 
municipios de Montelíbano, Puerto Libertador, San 
José de Uré, Tierralta y Valencia. Según los líderes de 
la región, el Clan del Golfo está asesinando, sin previa 
amenaza, a quienes impulsan la sustitución voluntaria 
de cultivos de coca. A este grupo ilegal se han sumado 
residuos de las Autodefensas Campesinas de Córdoba 
y Urabá y disidencias del antiguo frente 18 de las Farc. 

CESAR: entre ganaderos y robo de ganado
En la subregión del Cesar que limita con el 
Catatumbo, donde hay cultivos de uso ilícito y 
que comprende los municipios de Curumaní, 
Chimichagua, Pailitas, Pelaya y La Gloria, los 
líderes sociales son estigmatizados y acusados 
de auxiliar al Eln o al Epl. Ese ambiente de 
tensión ha generado que muchos de ellos se 
retiren de sus funciones, como ha ocurrido con 
los de la Mesa Regional Campesina del Perijá y 
el Movimiento de Trabajadores y Comunidades 
Campesinas del Cesar. 

El otro riesgo para los líderes son los 
pistoleros al servicio de los latifundis-
tas. Según relataron varios líderes de 
ese territorio, los sicarios son 
excombatientes del Bloque Norte de 
las AUC, quienes son contratados por 
hacendados y ganaderos con el 
pretexto de evitar, en principio, el 
abigeato. El año pasado se registraron 
nueve homicidios de supuestos 
ladrones de ganado. 

A finales del año pasado, por 
ejemplo, el naciente partido 
FARC convocó a una reunión 
en el norte de Valledupar, 
pero un día antes del evento 
fueron asesinados dos 
ordeñadores de la región 
acusados de abigeato. “Es 
que así fueron los inicios del 
paramilitarismo en el Cesar”, 
cuenta otro líder.

Con la excusa del abigeato, los hacendados están justificando 
los homicidios selectivos de campesinos acusados de ese 
flagelo. Eso genera un ambiente tenso, porque el mismo 
latifundista que les paga a los pistoleros los puede reorientar 
para que ataquen al líder que incomoda con sus reclamos y 
demandas de restitución de tierras o a los que cuestionan la 
expansión del monocultivo de la palma”. 

Relato de un líder que pidió el anonimato. 

MAGDALENA:
por la tierra y por la verdad

SUCRE:
despojo de tierras y corrupción

La situación de riesgo de muchos 
defensores de derechos 
humanos en este departamento 
tiene que ver con la lucha por la 
tierra y la defensa de los recursos 
públicos. Uno de los líderes 
denunció una posible masacre, a 
raíz de la arremetida de 
ganaderos encapuchados de 
Betulia y Corozal, quienes 
amenazan a los campesinos de 
La Mojana. La pelea es por las 
sabanas de los ríos San Jorge y 
Cauca para alimentar el ganado 
en época de verano. 

El otro tema son las amenazas a los veedores que denuncian 
la apropiación indebida de los recursos de regalías. 

También hay amenazas contra líderes que reclaman la 
formalización de fincas como La Europa, pedida en 
restitución por despojo durante el conflicto. En San Onofre 
hay presencia de Autodefensas Gaitanistas y en lo corrido 
del año ya van 11 homicidios.

En este departamento son 33 los 
líderes amenazados, según el último 
consejo de seguridad que se realizó 
en Santa Marta. Muchos de ellos, 
sindicalistas, reclamantes de tierras y 
de organizaciones de mujeres. La 
tensión por la tierra se presenta en 
los municipios de Pivijay, Chibolo, 
Fundación, Zona Bananera y en la 
Troncal del Caribe.

Según lo denunciaron varios líderes 
sociales, los paramilitares pertene-
cientes al otrora grupo Resistencia 
Tayrona y al Bloque Norte de las Auc 
son mandos medios dueños de la 
tierra despojada o ejércitos privados 
de los terratenientes que se 
quedaron con esos predios.  

El año pasado, por ejemplo, 
asesinaron en Pivijay a José Rafael 
de La Hoz Villa, líder de la mesa de 
víctimas y reclamante de tierras. Y 
este año una de las mujeres que 
también reclama sus tierras recibió 
un mensaje de las “Águilas Negras”: 
que en vez de gastar plata para 
denunciar fuera pagando su ataúd. 
“Cuando son reclamantes de tierras 
las amenazas están firmadas por 
“Águilas Negras”, contó una líder en 
el encuentro.

Las otras amenazas son para las 
mujeres que denunciaron hechos de 
violencia sexual  durante el conflicto. 
Las llaman pidiéndoles que vayan a 
la Fiscalía y se retracten de lo dicho. 
“Es sorprendente, porque son 
amenazas que les llegan directamen-
te a las víctimas, a las mujeres que 
interpusieron las denuncias. Eso 
preocupa, pues la información está 
saliendo de la Fiscalía de Justicia y 
Paz. A muchas mujeres de Santa 
Marta, Fundación y Plato las han 
llamado varios exmandos medios de 
los paramilitares”, denunció una líder 
afrodescendiente. 

BOLÍVAR:
violencia política y por el territorio

Varios líderes sociales denunciaron persecución política por hacer 
parte del movimiento político Colombia Humana. Según lo relataron 
dos de ellos, los relacionan con el partido de la FARC y con la 
insurgencia del Eln. Así pues, los panfletos de limpieza social para 
los llamados “líderes aliados del terrorismo” no cesan y siguen 
intimidando la labor de defensa de los derechos humanos. Incluso, 
temen agresiones contra sus vidas por parte de antiguos 
paramilitares instalados en la región. 

Los docentes son las principales víctimas en el sur de Bolívar y el 
caso más emblemático es el de la profesora Deyanira Ballestas, 
quien tuvo que salir del municipio de San Pablo a principios de 
marzo de este año luego de recibir una llamada amenazante (que 
grabó) de un supuesto jefe paramilitar. Cuatro docentes más están 
amenazados, al igual que un presidente de una junta comunal y un 
concejal. 

Además, corren riesgo los ambientalistas que defienden los ríos del 
sur de Bolívar, en donde la minería ilegal es controlada por un grupo 
de las Autodefensas Gaitanistas. Igualmente, en el norte del 
departamento, por oponerse a la expansión del monocultivo de la 
palma en tierras de campesinos. Muchos de esos predios aún están 
en disputa porque fueron despojados durante el conflicto. “Estamos 
amenazados, pero no denunciamos porque no hay confidencialidad 
en la información que se les entrega a las autoridades locales”, dijo 
un líder en el encuentro.

ATLÁNTICO: por las víctimas 

Hace algunas semanas los 
indígenas emberá hicieron un 
plantón frente a la empresa. Días 
antes había sido asesinado Robert 
Emiro Jaraba Arroyo, líder sindical 
de Cerro Matoso. Dos sicarios 
acabaron con su vida en el 
municipio antioqueño de Caucasia, 
en un establecimiento comercial.      

Mar Caribe

~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~
Encuentro regional de siete departamentos

Mapa de riesgo
para los líderes
sociales del
Caribe

¿Quiénes están amenazando a los defensores de
derechos humanos de esta región del país? Por
defender la vida, el agua, la tierra o los recursos
públicos, entre otros, los amedrentan, desplazan y
asesinan. Este es el diagnóstico.

EDINSON ARLEY
B O L A Ñ OS
A N G U LO

e b o l a n o s @ e l e s p e c t a d o r.co m
@eabolanos

No son
p e r s o n a-
jes reco-
nocidos
para el

mundo académico, político y
económico. No son aliados
del terrorismo. Son hombres
y mujeres que visten de colo-
res vivos y siempre en honor
a las comunidades que repre-
sentan. Defensores del am-
biente, del agua, de los dere-
chos laborales, de la pobla-
ción LGBT, de la restitución
de tierras despojadas y, prin-
cipalmente, del derecho a la
vida. El fin de semana pasado
llegaron 43 de ellos a Barran-
quilla. Desde Cesar, Bolívar,

Sucre, La Guajira, Córdo-
ba, Magdalena y Atlánti-
co. Desde distintos rinco-
nes del norte de Colom-
bia, para hablar de quié-
nes, cómo y por qué quie-
ren sacarlos del camino y
del papel que no cumple el
Estado en sus territorios.

De sus reflexiones, en el
primer encuentro de la
Plataforma Caribe por la
Paz (organizado por la
fundación alemana Fes-
col, y las organizaciones
Caribe Afirmativo y Viva
la Ciudadanía) surgió este
mapa de riesgo construi-
do por Colombia 2020 co-
mo un aporte a la campaña
nacional “Lidera la Vida”,
de la cual hace parte El Es-
pectador. Los nombres y
los rostros de estos valien-
tes líderes fueron omiti-
dos para protegerlos de
quienes pretenden entor-
pecer su loable labor.
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Además, denunciaron la puja de varios 
sindicalistas y líderes ambientales con la 
empresa Cerro Matoso, cuya mina de níquel se 
encuentra entre Puerto Libertador y 
Montelíbano. Por medio de marchas, los líderes 
han advertido de los perjuicios en la salud de 
niños, que nacen con labio leporino, supuesta-
mente por la contaminación, así como la 
presencia de mercurio en el río San Jorge. 

Hasta finales de julio pasado, de acuerdo con 
información de la Policía del Atlántico, 65 líderes 
sociales habían sido amenazados por grupos al 
margen de la ley, la mayoría integrantes de 
juntas comunales. No obstante, el flagelo afecta 
con más fuerza a los líderes de víctimas, cuyo 
propósito es perseguir la reparación y la verdad 
para quienes sufrieron en el conflicto. Una de 
esas amenazas se materializó el 7 de junio de 
2017 con el homicidio del líder Bernardo Cuero 
Bravo. Había denunciado la intimidación ante las 
autoridades. Era miembro de la junta de acción 
comunal del barrio Villa Esperanza del municipio 
de Malambo. Además, integrante de la mesa de 
víctimas y representante legal de la asociación 
de desplazados por el Buen Vivir de Malambo.

LA GUAJIRA: la vida por el agua, la muerte por el carbón
Liderar el proceso de 
reparación económica a las 
familias afectadas por la 
mina de carbón El Cerrejón 
es una de las principales 
luchas de 15 líderes 
amenazados en La Guajira. 
Muchos de ellos ocultan sus 
nombres, pues han tenido 
que salir del territorio para 
resguardarse de los 
atentados contra sus vidas. 

Las amenazas a estos líderes 
vienen desde el 2005, pero en 
el último año ha sido una 
campaña agresiva. “Hombres 
desconocidos rondan nuestras 
casas de día y de noche, en 
carros y motos nos persiguen, 
recibimos llamadas telefónicas 
y aparecen nuestros nombres 
en panfletos que firman las 
“Águilas Negras”, cuenta uno 
de los líderes amenazados.  

Hace algunas 
semanas, 
Cerrejón pidió 
licencia 
ambiental para 
construir 
cuatro pozos y 
extraer agua 
subterránea. 

En La Guajira 
también están 
amenazados 
los líderes que 
denuncian la 
corrupción en 
los dineros 
destinados a 
garantizar la 
alimentación 
de los niños 
wuayúu.

No obstante, la principal lucha de estos defensores 
de derechos humanos es impedir que la empresa El 
Cerrejón siga creciendo en extensión territorial. 
Desde 1984, dijo un líder, la empresa ha desviado 15 
ríos que descuelgan desde la Serranía del Perijá.  Y, 
aunque el Ministerio de Ambiente desde esa época 
autorizó al Cerrejón, la pelea de las comunidades 
para que hoy no se otorguen licencias a los planes 
de manejo ambiental. En casos concretos como el 
desvío del río Bruno, Cerrejón ha propuesto 
proyectos de compensación y replicar la vegeta-
ción, fauna y velocidad del caudal.

CÓRDOBA: por el níquel y por la coca 
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Los líderes sociales más amenazados de este 
departamento están en el sur de Córdoba en los 
municipios de Montelíbano, Puerto Libertador, San 
José de Uré, Tierralta y Valencia. Según los líderes de 
la región, el Clan del Golfo está asesinando, sin previa 
amenaza, a quienes impulsan la sustitución voluntaria 
de cultivos de coca. A este grupo ilegal se han sumado 
residuos de las Autodefensas Campesinas de Córdoba 
y Urabá y disidencias del antiguo frente 18 de las Farc. 

CESAR: entre ganaderos y robo de ganado
En la subregión del Cesar que limita con el 
Catatumbo, donde hay cultivos de uso ilícito y 
que comprende los municipios de Curumaní, 
Chimichagua, Pailitas, Pelaya y La Gloria, los 
líderes sociales son estigmatizados y acusados 
de auxiliar al Eln o al Epl. Ese ambiente de 
tensión ha generado que muchos de ellos se 
retiren de sus funciones, como ha ocurrido con 
los de la Mesa Regional Campesina del Perijá y 
el Movimiento de Trabajadores y Comunidades 
Campesinas del Cesar. 

El otro riesgo para los líderes son los 
pistoleros al servicio de los latifundis-
tas. Según relataron varios líderes de 
ese territorio, los sicarios son 
excombatientes del Bloque Norte de 
las AUC, quienes son contratados por 
hacendados y ganaderos con el 
pretexto de evitar, en principio, el 
abigeato. El año pasado se registraron 
nueve homicidios de supuestos 
ladrones de ganado. 

A finales del año pasado, por 
ejemplo, el naciente partido 
FARC convocó a una reunión 
en el norte de Valledupar, 
pero un día antes del evento 
fueron asesinados dos 
ordeñadores de la región 
acusados de abigeato. “Es 
que así fueron los inicios del 
paramilitarismo en el Cesar”, 
cuenta otro líder.

Con la excusa del abigeato, los hacendados están justificando 
los homicidios selectivos de campesinos acusados de ese 
flagelo. Eso genera un ambiente tenso, porque el mismo 
latifundista que les paga a los pistoleros los puede reorientar 
para que ataquen al líder que incomoda con sus reclamos y 
demandas de restitución de tierras o a los que cuestionan la 
expansión del monocultivo de la palma”. 

Relato de un líder que pidió el anonimato. 

MAGDALENA:
por la tierra y por la verdad

SUCRE:
despojo de tierras y corrupción

La situación de riesgo de muchos 
defensores de derechos 
humanos en este departamento 
tiene que ver con la lucha por la 
tierra y la defensa de los recursos 
públicos. Uno de los líderes 
denunció una posible masacre, a 
raíz de la arremetida de 
ganaderos encapuchados de 
Betulia y Corozal, quienes 
amenazan a los campesinos de 
La Mojana. La pelea es por las 
sabanas de los ríos San Jorge y 
Cauca para alimentar el ganado 
en época de verano. 

El otro tema son las amenazas a los veedores que denuncian 
la apropiación indebida de los recursos de regalías. 

También hay amenazas contra líderes que reclaman la 
formalización de fincas como La Europa, pedida en 
restitución por despojo durante el conflicto. En San Onofre 
hay presencia de Autodefensas Gaitanistas y en lo corrido 
del año ya van 11 homicidios.

En este departamento son 33 los 
líderes amenazados, según el último 
consejo de seguridad que se realizó 
en Santa Marta. Muchos de ellos, 
sindicalistas, reclamantes de tierras y 
de organizaciones de mujeres. La 
tensión por la tierra se presenta en 
los municipios de Pivijay, Chibolo, 
Fundación, Zona Bananera y en la 
Troncal del Caribe.

Según lo denunciaron varios líderes 
sociales, los paramilitares pertene-
cientes al otrora grupo Resistencia 
Tayrona y al Bloque Norte de las Auc 
son mandos medios dueños de la 
tierra despojada o ejércitos privados 
de los terratenientes que se 
quedaron con esos predios.  

El año pasado, por ejemplo, 
asesinaron en Pivijay a José Rafael 
de La Hoz Villa, líder de la mesa de 
víctimas y reclamante de tierras. Y 
este año una de las mujeres que 
también reclama sus tierras recibió 
un mensaje de las “Águilas Negras”: 
que en vez de gastar plata para 
denunciar fuera pagando su ataúd. 
“Cuando son reclamantes de tierras 
las amenazas están firmadas por 
“Águilas Negras”, contó una líder en 
el encuentro.

Las otras amenazas son para las 
mujeres que denunciaron hechos de 
violencia sexual  durante el conflicto. 
Las llaman pidiéndoles que vayan a 
la Fiscalía y se retracten de lo dicho. 
“Es sorprendente, porque son 
amenazas que les llegan directamen-
te a las víctimas, a las mujeres que 
interpusieron las denuncias. Eso 
preocupa, pues la información está 
saliendo de la Fiscalía de Justicia y 
Paz. A muchas mujeres de Santa 
Marta, Fundación y Plato las han 
llamado varios exmandos medios de 
los paramilitares”, denunció una líder 
afrodescendiente. 

BOLÍVAR:
violencia política y por el territorio

Varios líderes sociales denunciaron persecución política por hacer 
parte del movimiento político Colombia Humana. Según lo relataron 
dos de ellos, los relacionan con el partido de la FARC y con la 
insurgencia del Eln. Así pues, los panfletos de limpieza social para 
los llamados “líderes aliados del terrorismo” no cesan y siguen 
intimidando la labor de defensa de los derechos humanos. Incluso, 
temen agresiones contra sus vidas por parte de antiguos 
paramilitares instalados en la región. 

Los docentes son las principales víctimas en el sur de Bolívar y el 
caso más emblemático es el de la profesora Deyanira Ballestas, 
quien tuvo que salir del municipio de San Pablo a principios de 
marzo de este año luego de recibir una llamada amenazante (que 
grabó) de un supuesto jefe paramilitar. Cuatro docentes más están 
amenazados, al igual que un presidente de una junta comunal y un 
concejal. 

Además, corren riesgo los ambientalistas que defienden los ríos del 
sur de Bolívar, en donde la minería ilegal es controlada por un grupo 
de las Autodefensas Gaitanistas. Igualmente, en el norte del 
departamento, por oponerse a la expansión del monocultivo de la 
palma en tierras de campesinos. Muchos de esos predios aún están 
en disputa porque fueron despojados durante el conflicto. “Estamos 
amenazados, pero no denunciamos porque no hay confidencialidad 
en la información que se les entrega a las autoridades locales”, dijo 
un líder en el encuentro.

ATLÁNTICO: por las víctimas 

Hace algunas semanas los 
indígenas emberá hicieron un 
plantón frente a la empresa. Días 
antes había sido asesinado Robert 
Emiro Jaraba Arroyo, líder sindical 
de Cerro Matoso. Dos sicarios 
acabaron con su vida en el 
municipio antioqueño de Caucasia, 
en un establecimiento comercial.      

Mar Caribe

~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~
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